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      Prólogo




      Lorenzo Meyer




      “Venceréis, porque tenéis sobrada fuerza bruta. Pero no convenceréis, porque para convencer hay que persuadir.” Ese razonamiento —que le hizo Miguel de Unamuno al general José Millán-Astray en octubre de 1936, en la Universidad de Salamanca y en plena Guerra Civil española— bien se puede aplicar a muchas otras circunstancias, entre ellas a los resultados de las elecciones para gobernador del Estado de México realizadas el 4 de junio de 2017, que son precisamente el objeto de análisis de este libro, coordinado por Bernardo Barranco.




      Desde su fundación en 1929, aunque con otro nombre, el Partido Revolucionario Institucional (PRI) ha dominado sin interrupción la vida política del Estado de México y, hasta hace poco, del país entero. Todos los gobernadores mexiquenses, desde Carlos Riva Palacio hasta el actual, Alfredo del Mazo, han sido miembros del PRI. Durante la mayor parte de esos 88 años, la preocupación central de los gobernadores de ese estado colindante con la Ciudad de México (sede de los poderes federales) no ha sido cómo hacer frente al embate de los partidos de oposición —hasta hace relativamente poco, la oposición partidista, en la medida en que existió, era cooptable y no representaba un problema significativo para el gobierno de Toluca—, sino cómo negociar las tensiones internas del priismo local, para evitar la injerencia del gran poder presidencial en sus asuntos internos, y mantener así un espacio de libertad dentro de la atmósfera creada por un Poder Ejecutivo federal omnímodo.




      El panorama anterior y sus reglas del juego se han ido modificando en los últimos decenios como resultado de cambios en la naturaleza del sistema político nacional. Estas modificaciones, si bien no han llevado al país a la democracia, sí han propiciado un mayor pluralismo, y las elecciones han dejado de ser elecciones sin contenido para tornarse en comicios competidos, aunque llenos de irregularidades y frecuentemente con resultados manchados por violaciones de fondo a las reglas electorales y por fraudes evidentes, hechos a la luz del día, como fue el caso del Estado de México en 2017.




      Una consecuencia del cambio social —y en el sistema electoral a escalas nacional y local— es que, en el Estado de México, han surgido opciones al tradicional y aplastante dominio priista. En efecto, en 2005, Enrique Peña Nieto, entonces candidato del PRI y sus aliados a la gubernatura, logró la victoria de rutina, que no sorprendió a nadie, pero con resultados que sí asombraron porque no eran los comunes: oficialmente y pese a contar con todo el aparato del Estado, sólo se adjudicó 47.58% de los votos. Fue gobernador por mayoría ya no absoluta, sino relativa. En la siguiente elección, la de 2011, el PRI volvió por sus fueros y la coalición que encabezó obtuvo, oficialmente, 62.96% de los votos; pero en 2017, el PRI mexiquense ya no pudo volver a confeccionar una mayoría absoluta e insistir en su excepcionalidad política. Ese año, los organismos electorales —colonizados desde su origen por el PRI— se vieron obligados a reconocer que la profesora Delfina Gómez, la candidata de Morena, y sin alianza con ningún otro partido, logró obtener 30.78% de los votos. El candidato oficial, el del PRI, la superó por apenas 2.78 puntos porcentuales gracias a la adición de los sufragios de otros tres partidos que conformaron su coalición, pues por sí mismo, el PRI quedó atrás de Morena. El grupo que tradicionalmente ha dominado el Estado de México retuvo el poder, pero en un marco de gran fragilidad y nula credibilidad.




      Lo que los autores de este libro muestran y demuestran es que ese pequeño margen por el que finalmente se impuso Alfredo del Mazo Maza —hijo y nieto de gobernadores priistas mexiquenses— se explica porque a lo largo del proceso y como es tradicional en el Estado de México, los dados electorales estuvieron cargados, y bien cargados, a favor del partido que, ahí, llevaba ya 88 años monopolizado el poder.




      Lo importante de la obra que el lector tiene en sus manos no es que le vaya a revelar algo que no conociera o sospechara. No, su importancia reside en explicar —con el detalle que sólo puede hacerlo quien vivió desde dentro ese proceso— cómo, en qué medida y con qué propósito específico se cargaron los dados en 2017 para confeccionar la victoria del PRI. Para el ciudadano, conocer los mecanismos del fraude es el primer paso para intentar neutralizarlo y minar lo que aún pueda quedar de la legitimidad del viejo sistema político de elecciones predeterminadas, ésas cuyos cimientos se echaron en el Porfiriato y luego, al concluir la Revolución Mexicana, se modernizaron y consolidaron por la vía de un partido de Estado (el PNR-PRM-PRI) y una Presidencia fuerte pero sin posibilidades de reelección, lo que facilitó lo que nunca pudo hacer el Porfiriato: la renovación de las élites sin cambiar el partido en el poder.




      Esta obra estudia el caso del Estado de México, donde, en política, el pasado mantiene una feroz lucha de retaguardia para minimizar las fuerzas del cambio provenientes de su entorno externo y de procesos internos. Y los autores evidencian que ese mecanismo tiene varios niveles. El primero está conformado por el plano federal (también dominado por el PRI): la Presidencia de la República y todo el conjunto de secretarías de Estado y agencias federales con posibilidades de brindar servicios y entregar bienes y ayuda económica a la población. Ahí se coordinan las acciones para apoyar al candidato priista y su maquinaria local. En ese nivel también operan las máximas autoridades electorales: el Instituto Nacional Electoral (INE) y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF). El primero apoyó al candidato oficial por omisión, en su papel de vigilante imparcial y profesional del proceso: simplemente no interfirió con el apoyo abierto que dio el gobierno federal y local al PRI ni investigó el flujo de fondos ilegales a la campaña provenientes, entre otras fuentes, de contratistas del gobierno. El TEPJF sirvió para desechar los reclamos documentados de la oposición.




      El segundo nivel del mecanismo de dados cargados lo formaron los organismos electorales del Estado de México, plenamente capturados desde su creación por las autoridades estatales. Éstos en ningún momento actuaron con imparcialidad ni fueron vigilados por el INE. Es aquí donde se puede ver de manera más evidente el tradicional modus operandi para gestionar elecciones en dicha entidad federativa y en otras donde el poder sigue en manos del viejo partido fundado por Plutarco Elías Calles.




      Un tercer nivel del mecanismo electoral montando en el Estado de México lo conforman los cuadros locales del PRI, que conocen al dedillo la naturaleza del poder a ras del suelo social. Ellos son quienes identifican a los posibles vendedores del voto, a los susceptibles de ser influidos o coaccionados. Son los operadores que conocen al detalle las características de su entorno social y van casa por casa, dando o prometiendo recompensas concretas al votante y facilitando su movilización para los mítines y, sobre todo, para el día de la votación.




      Se trata, y en esta obra se ilustran los mecanismos específicos, de explotar las oportunidades que se abren en las zonas donde la pobreza es el factor dominante, el que abre las puertas a la maquinaria partidista con recursos para ofrecer dádivas e inducir el voto. Son las áreas de la geografía social donde las carencias hacen muy difícil que tengan sentido conceptos como ciudadanía o democracia. Es aquí donde, como bien lo señala Bernardo Barranco, el concepto de “elección de Estado” adquiere y muestra a plenitud su naturaleza, su esencia.




      El que se haya podido llevar a cabo una elección de Estado en 2017 implica, en primer lugar, que en México y hasta la fecha, la llamada “transición democrática” no ha sido tal, que el viejo régimen autoritario sigue dominando buena parte de la vida política del país. Es verdad que el hecho mismo de que un partido recién formado como Morena haya logrado que se le reconocieran más votos que al PRI de 88 años es un indicador de que las antiguas fórmulas políticas del autoritarismo se han debilitado. Por otro lado, el que pese a todo el grupo que ha manejado la política mexiquense —algunos lo llaman el “Grupo Atlacomulco”— se haya impuesto una vez más mediante la confección de unas elecciones particularmente sucias y carentes de credibilidad, demuestra que la democracia política en nuestro país no es una realidad sino apenas un objetivo, cuyo logro no está, ni de lejos, asegurado.




      La experiencia electoral de 2017 en el Estado de México revela que el actual sistema político mexicano es, en realidad, un híbrido que mal combina ciertos rasgos democráticos con otros más numerosos del pasado autoritario. Y estos últimos amenazan con ser los factores determinantes del futuro político de México.




      Y es que, como se argumenta en esta obra, el conjunto de acciones que se llevaron a cabo en las elecciones mexiquenses de 2017 debe verse como un ensayo de lo que, desde el gobierno, se intenta que ocurra en 2018 a escala nacional. Así pues, y regresando a la cita inicial de Unamuno, pareciera que a los que manejaron la elección mexiquense que aquí se examina realmente ya no les importó convencer sino simplemente vencer. Y cuando en los procesos nacionales relevantes ya no importa convencer, es decir, cuando para los responsables ya es irrelevante la credibilidad, fuente central de la legitimidad, entonces el choque de los intereses políticos se puede llevar del plano de las urnas al plano de la fuerza, es decir, a ese campo donde ha fracasado la política como administración negociada de las inevitables diferencias y contradicciones de una sociedad. Ojalá que la lección que se saque de la experiencia mexiquense lleve a todos los responsables políticos y a los ciudadanos a aceptar que el camino que recorrió el poder en el Estado de México ya es inviable a nivel nacional, y que no reconocer esa advertencia puede terminar en un despeñadero donde muy pocos saldrán indemnes.


    


  




  

    

      Introducción




      Bernardo Barranco




      De manera especial agradezco a aquellas personas que han dado su apoyo para que este libro sea una realidad




      El infierno es un lugar o condición de castigo eterno. Para todas las grandes religiones, de diferentes maneras, la idea de infierno implica el tormento de aquellas personas o pueblos condenados. Infierno deriva del latín infernum o “inferior”, como el lugar del pecado. En diversas mitologías no cristianas, el infierno es el lugar que habitan de manera turbulenta los espíritus de los muertos malditos.




      Las elecciones de 2018 empezaron en el Estado de México. En nuestra democracia jaloneada, lo electoral se está convirtiendo en un espacio dominado por la desatada codicia del poder. Ganar a toda costa, sin importar cómo. La zona electoral es de tentación y de tormento: la gehenna en la tradición hebraica, por la desmesura y la simulación. Las formas y los principios se desdibujan para mantener el poder de una camarilla o una persona. La penosa transición a la democracia carga ahora con procesos electorales impregnados por diversas versiones de fraude, en las que participan todos los actores. Lo electoral es un coctel confuso, una zona de pecados sociales que sólo comprenden los doctores de la ley y los fariseos. Los comicios se han convertido en zonas de encono, guerra sucia, campañas de desprestigio y agandalle. El poder sin principios y los principios sin poder. Las elecciones, lejos de ser una fiesta ciudadana, han devenido una conflagración sin escrúpulos: son la antesala del averno.




      Usted cuestionará al que esto escribe que es un exceso intercalar la política electoral con teologías escatológicas, entreverar la religión con la política. Y le respondo que dicho desenfreno proviene de la misma clase política en el proceso de las precampañas. Por ejemplo, José Antonio Meade hablando de adviento a mujeres mexiquenses en tono de homilía. O Andrés Manuel López Obrador llamando a un “diálogo ecuménico”, a encuentros entre creyentes y no creyentes. O Eric Flores, dirigente evangélico del partido Encuentro Social, que se define juarista y liberal. En contraparte, Enrique Ochoa, el presidente del PRI, decreta con tono de pastor pentecostal que todos los mexicanos somos guadalupanos. ¿Qué pasa? ¿Dirigentes políticos y candidatos a la Presidencia se convierten en predicadores baratos de la fe? El escándalo e indignación que causó Vicente Fox al ondear el estandarte guadalupano al inicio de su campaña presidencial en 1999 ahora se queda corto ante la subversión de roles: políticos que se sienten pastores y pastores políticos.




      ¿Los políticos quieren la redención divina y ganarse el reino de los cielos? Por supuesto que no, quieren el poder a toda costa. Con todo, ignorar las consecuencias de nuestras patologías electorales es la verdadera condena al fuego eterno que relatan diversos textos sagrados. Por ello, el título de este libro, El infierno electoral, es una llamada de atención a los excesos y abusos del poder para encauzar a su provecho la voluntad popular. Como bien dice Lorenzo Meyer en su espléndido prólogo, el viejo régimen autoritario sigue dominando buena parte de la vida política del país, y por supuesto es parte de la quintaesencia en el Estado de México.




      Este libro es una radiografía crítica del proceso electoral mexiquense y, al mismo tiempo, una alerta: el mismo grupo que operó las elecciones en aquella entidad maniobra rumbo a las presidenciales de 2018. Es una denuncia a las desmesuras de quienes controlan el aparato de gobierno para trampear a la ciudadanía.




      Las elecciones en el siglo XXI son cada vez más competidas. Los resultados tienden a ser mucho más estrechos y peleados. Por ello, cualquier irregularidad, por pequeña que sea, resulta determinante en el resultado final. Estamos muy lejos de aquel andamiaje electoral que otorgaba certeza, de aquel Instituto Federal Electoral (IFE) ciudadano, cuyos consejeros transmitían confianza por su lealtad a los principios de la democracia. Los Woldenberg, Merino y Cantú son ahora objetos de culto. Hoy el Instituto Nacional Electoral (INE) es una grotesca caricatura, integrado por consejeros de consigna, militantes con mandato partidario o cooptados, cuyos votos y razonamientos son absolutamente predecibles. Gracias a las confabulaciones de los partidos, podemos sostener que vivimos un infierno electoral por las penosas regresiones y degradaciones institucionales. Pese a las reformas hay un efecto tobogán a punto de tocar fondo.




      Hemos sido testigos, a lo largo de los últimos lustros, de un creciente desacoplamiento entre la normatividad electoral con la práctica de los operadores políticos. Estamos lejos de los burdos métodos de fraude electoral de antaño. En la actualidad la operación política electoral es integral y, en algunos casos, sofisticada. Utiliza incluso resquicios de la espesa y barroca ley en la materia. Hoy el fraude electoral puede ser colosal y sistémico. El ámbito legal se convierte en un maloliente antro alejado de los principios éticos de la política. Actualmente bien podrían aplicarse las viejas teorías de la dualidad. En el campo electoral coexisten dos mundos: el normativo, por un lado (el del deber ser), y el sucio terreno de los operadores políticos.




      Los autores de este libro, en su mayoría, hemos sido consejeros electorales, algunos con veinte años de experiencia. También la mayor parte nos hemos desempeñado en el Estado de México. Por ello, los ensayos reunidos tienen una fuerza que va más allá del análisis, pues los autores han sido testigos, actores y autoridades que, desde adentro, han conocido las reglas no escritas de la cultura política. Ninguno de los autores tiene una filiación partidaria, y todos gozan de la más absoluta credibilidad ética y política, ganada en trayectorias limpias. Poseen un profundo conocimiento del terreno electoral formal, así como de ese oscuro laberinto de acuerdos que a los partidos tanto les gusta transitar. En tanto consejeros, desde adentro sostuvimos luchas desiguales, tendientes a dignificar el papel de los árbitros. Muchos autores, ahí están las actas, resistimos manipulaciones y padecimos presiones políticas, en el mejor de los casos.




      ¿Por qué el Estado de México? En la elección de 2017 el PRI fue con todo para retener la gubernatura. Ante el desprestigio tanto de la gestión del gobierno federal como el mediocre desempeño local, el PRI y el gobierno mexiquense se aplicaron a fondo para no perder el bastión histórico que representa dicha entidad. Ese partido destinó como nunca cuantiosos recursos económicos, programas sociales, compra y coacción del voto para incidir particularmente en los votantes pobres; dividió a la oposición y utilizó a los candidatos independientes para dispersar el voto; contó con el apoyo del gobierno federal, usó los diferentes medios de comunicación y diseñó campañas de desprestigio tanto contra Delfina Gómez (de Morena) como Josefina Vázquez Mota, del PAN. No conforme con la estrategia sucia, a unos días de la jornada electoral empleó métodos del crimen organizado para intimidar a la oposición y a los votantes, acción calificada como “terrorismo electoral” y que ha sido denunciada en medios. Y ahí están el PRI y sus operadores, gozando de total impunidad. Desde luego, maniobraron los órganos electorales, en especial el Instituto Electoral del Estado de México (IEEM) y el tribunal electoral local. Más que una elección de Estado fue el laboratorio de una elección sistémica. Fue un operativo político masivo de guerra total. Pese al imponente despliegue de recursos y estrategias, el priismo apenas alcanzó un triunfo justo. Con dificultad ganó por una nariz.




      Los autores de El Infierno electoral, más que pretender crear un modelo sobre la elección de Estado, analizamos diferentes aristas de incursiones ilícitas del partido en el poder y de todo el aparato de Estado con la finalidad de modificar e inducir la orientación del voto ciudadano. En otras palabras, estamos ante un fraude sistémico. Acciones y estratagemas dolosas, acompañadas de un doble discurso, tendientes a sujetar el poder mediante incursiones políticas ilícitas. Eso constituye un catálogo amplio de delitos electorales impunes que debilitan la democracia.




      Los diversos textos del presente volumen pueden leerse por separado y en conjunto. Documentan un inventario doloso como un elenco de pavor que creíamos haber superado hace tan sólo diez años. Me permito resaltar algunos talantes de los ensayos a fin de poder facilitar la lectura.




      Gabriel Corona Armenta, consejero del IEEM en el pasado proceso electoral, académico, doctor en ciencia política, denuncia las ataduras y pertenencias partidistas de los consejeros electorales del instituto mexiquense “subordinados al PRI”. Escribe en primera persona porque se sitúa en el terreno del testimonio vivido. Nos narra las irregularidades del conteo rápido, el Programa de Resultados Electorales Preliminares (PREP) y el conteo distrital. Sostiene que hubo un encuadre artificioso tendiente a legitimar una supuesta diferencia a favor de Alfredo del Mazo. Sus denuncias ante el consejo no tuvieron eco pese a la gravedad del documento. Incluso, ningún consejero general del INE se interesó en sus imputaciones.




      Vanessa González Deister, consejera local entre 2012 y 2017 y actualmente directora del Fondo Cultural Banamex, analiza la operación electoral de los programas sociales que incidieron en la intención del voto de personas de muy escasos recursos, principalmente en zonas rurales. Los diputados locales, dominados por el PRI, indebidamente dieron una cobertura extraordinaria a los programas que impactaron en los resultados electorales. La autora reprueba la fractura ética de la clase política. Dicho quiebre abre las puertas al reino de la opacidad y fomenta la corrupción y la impunidad.




      Norberto López Ponce, consejero electoral en los niveles distrital, local y general del IEEM. El maestro López Ponce, en su ensayo “El terror en la elección mexiquense 2017”, nos narra las acciones destinadas a crear pánico entre las autoridades electorales, la oposición y los votantes, sobre todo en las zonas dominadas por el voto no priista. Se trató de imponer un ambiente de temor: que los ciudadanos sintieran que, si salían a votar, corrían el riesgo de ser violentados en la calle o en las casillas. Su texto concluye con datos duros que evidencian que el terrorismo electoral, efectivamente, impactó la participación ciudadana.




      Santiago Nieto Castillo, en un brevísimo texto titulado “La elección del nunca”, el extitular de la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales (FEPADE) nos introduce a las 387 carpetas de investigación sobre delitos electorales iniciadas entre septiembre de 2016 y septiembre de 2017 que han quedado pendientes. “Nunca me había pasado como autoridad electoral ministerial, que los servidores públicos de primer nivel —secretarios de Estado— de una entidad federativa se negaran a proporcionar información ante investigaciones. Nunca me había tocado presenciar que secretarios de Estado locales se ampararan en contra de los procedimientos ministeriales. Nunca detecté tantas ‘casas amigas’ operando cerca de las casillas en Ecatepec. Nunca había visto un tope de gastos de campaña tan alto aprobado por un OPLE. Nunca había visto que de una secretaría de Estado federal se reenviara un tuit en favor de un candidato de un partido”, dice.




      José Núñez Castañeda, quien fuera presidente del IEEM entre 2005 y 2008, nos relata la evolución del sistema electoral. Desde su expertise como abogado, percibe una preocupante pérdida de los principios originarios que construyeron el IFE. Igualmente advierte los riesgos de que en las elecciones de 2018 se repitan los vicios y las maniobras que asomaron en los comicios mexiquenses en 2017. Atisba giros autoritarios como la arbitraria destitución de Santiago Nieto, fiscal electoral, y el adormecimiento de candentes expedientes que involucran responsabilidades de autoridades.




      Karina Vaquera Montoya, actual consejera local del INE en el Estado de México, pone en duda la supuesta objetividad en la selección de consejeros de los Organismos Públicos Locales Electorales (OPLE). Académica y maestra en derecho, parte de su propia experiencia para imputar un proceso amañado. Se decide con criterios de reparto, cuotas y contrapesos quiénes son los consejeros de los OPLE en el país. Es una selección endogámica en la que el ciudadano queda fuera de toda posibilidad. Arriban funcionarios vinculados a lo electoral, la mayoría carreristas que sucumben ante los poderes fácticos. Se han registrado crisis en los consejos de Colima, Chiapas, Veracruz, Yucatán, Querétaro y, ahora, Tamaulipas. Fracasó la reforma de 2014, los gobernadores ya no son responsables por los sesgos, ahora son los consejeros electorales.




      Eduardo R. Huchim, exconsejero local del Distrito Federal, analista y periodista brillante especializado en temas electorales, aborda el delicadísimo problema del dinero en exceso en las campañas en México —en particular, en el Estado de México. Registra el impacto del dinero sucio, triangulaciones, empresas fantasma, lavado y tolerancia extrema de la autoridad de fiscalización electoral. El dinero ilegal, concluye Huchim, fluye principalmente de tres fuentes: los erarios de los tres órdenes de gobierno (federal, estatal y municipal), una parte del sector empresarial y la delincuencia organizada, por conducto de empresas fachada creadas para lavar dinero. El escándalo —en diciembre de 2017— sobre el desvío de recursos de Hacienda hacia el PRI en las campañas electorales, revelado por el exsecretario de Hacienda de Chihuahua, Jaime Herrera Corral, confirma las tesis de Huchim. Y el anuncio de un nuevo titular de la Unidad Técnica de Fiscalización del INE, exempleado del candidato priista José Antonio Meade Kuribreña, son pésimos augurios para frenar el dinero sucio en las campañas.




      Durante casi 90 años, el PRI ha mantenido en el Estado de México un férreo control del aparato estatal, ha creado una cultura política anquilosada, sucia y marcada por la simulación. Paradójicamente, este libro no puede ser estigmatizado como antipriista. Cuestiona, sí, los lastres sistémicos, esas inercias de Estado autoritario que han inhibido experiencias democráticas en la entidad. Técnicamente denunciamos las arbitrariedades del poder y la indolencia ética no sólo de militantes priistas sino de otros partidos que han sido tibios, tolerantes o han sido cooptados por la repugnante lógica de los operadores.




      ¡Ay, pobre México! No sólo tan lejos de Dios y tan cerca de Estados Unidos; ahora, además, vive en el mismísimo infierno electoral.


    


  




  

    

      Regresión, corrupción electoral


      y desdibujamiento institucional




      Bernardo Barranco




      INTRODUCCIÓN




      Las elecciones celebradas el 4 de junio de 2017 en Cohahuila, Nayarit, Veracruz y especialmente Estado de México marcaron el inicio del proceso de sucesión presidencial hacia 2018. La elección para gobernador en el Estado de México alcanzó niveles épicos equivalentes a unos comicios presidenciales. La gravitación del resultado incidía en el reacomodo político de cara al 2018; por ello se avivó el interés de la clase política y el Partido Revolucionario Institucional (PRI) atrajo el interés de la opinión pública. El PRI llegaba mermado después de las estrepitosas derrotas de 2016. Los niveles de aceptación e imagen de la gestión presidencial comparecían muy deteriorados.




      La marca de la corrupción es un estigma fatal y sello vergonzoso de la administración de Enrique Peña Nieto. Por ello, el bastión mexiquense —propiedad del llamado Grupo Atlacomulco desde hace cerca de 90 años— parecía llegar a su fecha de caducidad. La elección de 2017, por tanto, era estratégica, su resultado permitía medir la fuerza real del partido en el poder en su propio bastión histórico. El Estado de México no sólo es el refugio político del priismo mexiquense, sino también el territorio de inmensos negocios que ahí detenta el grupo en el poder. Dicho de otra manera, el llamado Grupo Atlacomulco no sólo es una red de políticos y familias que han reinado en el Estado de México por generaciones, también han construido enclaves económicos y financieros poderosos. Las investigaciones de Francisco Cruz1 muestran los vínculos y la mimetización entre empresarios políticos y políticos empresariales. Es decir, los usos mercantiles del poder político cuyo pivote ha sido el gobernador en turno al direccionar los enormes presupuestos asignados a la entidad.




      Además, el Estado de México representa casi 14% de la lista nominal del país, por lo que es la entidad con el mayor peso electoral. Por ello, las repercusiones inmediatas en la clase política eran palpables. El resultado electoral, cualquiera que fuera, obligaría a reacomodos de cara a las elecciones de 2018. Así pues, el territorio electoral mexiquense se convertía en un espacio político de batalla estratégica que iba más allá de la entidad. Para el grupo en el poder, perder la entidad era el hundimiento político del sexenio. Impensable perderlo; habría que ganarlo a cualquier costo y con todos los medios a su alcance para evitar el cataclismo. Los medios de comunicación, nacionales e internacionales, intuyeron lo que estaba en juego; se instalaron en la entidad para seguir paso a paso las incidencias del proceso como nunca antes lo habían hecho en la historia de la entidad. Pudieron corroborar los excesos de los gobiernos federal y estatal en los comicios mexiquenses. Las amplias coberturas mediáticas demostraron a escala nacional las prácticas fraudulentas de los gobiernos mexiquenses municipales y estatal que recordaron al viejo priismo autoritario del siglo pasado. De costa a costa se puso en evidencia la parcialidad institucional, así como la omisión y la falta de autonomía de las autoridades electorales. Los comicios mexiquenses mostraron claros signos retrógrados: mucho dinero, politización de programas sociales, violencia electoral, intimidaciones policiacas, intervención desmedida de autoridades públicas, pasividad de estructuras electorales, compra y coacción del voto. Incluso la manipulación de la candidatura independiente de María Teresa Castell fue utilizada para golpetear, contener a otros partidos contendientes y dispersar aún más el voto. Paradoja de una nueva figura en las elecciones que reproduce rancios vicios del poder.




      La elección en el Estado de México es una muestra emblemática de regresión e impunidad que perfila un preocupante proceso electoral para 2018, el cual se antoja neurálgico y complejo. Las elecciones mexiquenses de 2017 han sido un antecedente de la intención del gobierno de Peña Nieto de ir con todo, utilizando viejas argucias y prácticas atrevidas. Métodos que rayan las fronteras de la transgresión legal y atropellan la ética política. Sin embargo, son toleradas bajo el disimulo de las autoridades electorales tanto del INE y sobre todo del IEEM. Actitud peligrosa, sobre todo cuando los resultados tienden a ser ajustados.




      ELECCIÓN DE ESTADO




      Un video clandestino muestra al presidente municipal de Valle de Chalco y a José Bernardo García Cisneros, entonces presidente de la junta local de conciliación y arbitraje de Toluca, actuando en plena operación electoral ante un auditorio repleto, con al menos 300 operadores electorales.2 Estamos en la elección para gobernador de 2011, en la que el PRI se jugaba no sólo la gubernatura para Eruviel Ávila, sino la antesala de la candidatura presidencial de Enrique Peña Nieto. El funcionario de Toluca es exhibido —se ve en las imágenes— dando instrucciones, articulando a las secciones del partido con los funcionarios del municipio y maestros de la zona. García Cisneros motivaba y explicaba metas, cadenas de mando, enlaces con las dependencias estatales y las estructuras magisteriales a fin de canalizar la asistencia y la entrega de apoyos “cuadra por cuadra” a los beneficiarios de los programas sociales. En suma, comprar voluntades políticas entre la población más necesitada.




      ¿Quién es José Bernardo García Cisneros? Antes de trabajar en la Secretaría del Trabajo en Toluca, fue un alto funcionario electoral, director del Instituto Electoral del Estado de México (IEEM), así como consejero general electoral del mismo instituto, cargo al que tuvo que renunciar en 2005 de manera dramática por su involucramiento en el caso de corrupción electoral llamado “cartonera plástica”. Como muchos funcionarios electorales leales al sistema, fue premiado con un nuevo cargo en la administración de la entidad.




      Volvamos al polémico video. Ante las denuncias del PRD y PAN, el Tribunal Electoral del Estado de México (TEEM) resuelve que los videos no son pruebas fehacientes, que no se violentó la ley electoral y los agravios fueron infundados. Sectores de la prensa en Toluca defendieron al funcionario de las acusaciones calificadas de calumniosas.3




      El episodio nos muestra el indebido involucramiento del gobierno del estado en los procesos electorales, el cual trasgrede la normatividad y los principios electorales. A lo largo de décadas así ha sido, todos lo sabemos. Amparado por los tribunales y las autoridades electorales, así como cobijado por los medios de comunicación, el gobierno mexiquense históricamente ha estado interviniendo y manipulando las elecciones. De manera contrastante, mientras en los años noventa en el país, a nivel federal, se opera un proceso de reingeniería y apertura electoral, en el Estado de México, por el contrario, persisten las viejas prácticas de operación y fraude electoral. Mientras el IFE adquiere una mayor independencia y autonomía, de manera inversa, en la entidad mexiquense la numenklatura política mantiene prácticas alevosas para incidir en los resultados electorales. En la cultura política de la forma, en el Estado de México queda vigente lo que González Casanova llamó la “civilización-salvaje” y los “comportamientos políticos de una occidentalidad tropicalizada”.4 Ése es el retrato de la clase política mexiquense.




      Después de los comicios de 2017, diversos analistas y partidos de oposición se refieren a una “elección de Estado”, pero la expresión suscita una sensación de insuficiencia. No basta afirmar que la “elección de Estado” es aquella en que varios candidatos y partidos de oposición enfrentan la fuerza del aparato del Estado. Por ello, “elección de Estado” dice mucho y nada. Es un concepto político que, a fuerza de repetirse, se vuelve impreciso y pierde contenidos, tiene una vieja carga histórica del sistema político mexicano del siglo pasado y, por tanto, no expresa con precisión los procesos actuales. El atascamiento electoral y las regresiones nos llevan a reciclar viejos conceptos que se creían perdidos en el panteón de nuestros anacronismos. Una de ellas es la elección de Estado como práctica recurrente del viejo PRI, aunque no exclusiva, bajo el régimen del partido único y de la presidencia imperial.




      Elección de Estado es un concepto que se ha desgastado con el tiempo —heurístico, diría la hermenéutica—; por ello debe recrearse. Desde los años cuarenta hasta casi los noventa, la elección de Estado refiere al sistema autoritario de la “familia revolucionaria” del siglo pasado. Se circunscribe al presidencialismo absoluto retratado por Cosío Villegas, en el que el candidato del presidente saliente era el “ungido” como un nuevo mesías al que el sistema le rendía pleitesía y ponía a su alcance todos los recursos del aparato gubernamental. La elección era una metáfora porque era el “bueno”, el elegido. Hasta fines de los años ochenta, la lucha electoral real no se jugaba en las urnas, sino al interior del partido. Las elecciones eran un protocolo de fingimientos, de acarreos y simulaciones; el sistema se reacomodaba no a partir de la voluntad del voto, sino de los acuerdos y pactos políticos del grupo de poder que compartía con el presidente la conducción del país. Sin oposición fuerte y elecciones controladas, había un manto de privilegios que envolvía al candidato todopoderoso.




      Cuando hablamos de elección de Estado en el Estado de México, en la actualidad, nos referimos a la transformación o transfiguración de toda la estructura de gobierno en aparato electoral. En la conversión del armazón del gobierno en una poderosa maquinaria electoral perfectamente organizada, coordinada y articulada con el solo fin de favorecer al candidato oficialista. Cada integrante del gabinete se convierte en activista de campaña del partido en el gobierno. Hay una división territorial y temática precisa entre los secretarios y subsecretarios con toda la estructura de las dependencias del gobierno local.5 La pirámide burocrática del gobierno se convierte en un gabinete mapache.




      Una de las novedades en este proceso electoral 2017 fue el involucramiento de altos funcionarios federales en el proselitismo mexiquense. No era para menos, se jugaba la reconfiguración del partido de cara al 2018. Raymundo Riva Palacio lo describe así:




      La elección en el Estado de México fue, para todos los efectos, una elección de Estado. El presidente Enrique Peña Nieto responsabilizó a la secretaria de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, Rosario Robles, como el enlace del gobierno con la campaña de Alfredo del Mazo, que tuvo este domingo un despliegue del gabinete legal y ampliado en tierras mexiquenses. El secretario de Desarrollo Social, Luis Enrique Miranda, fue enviado a la zona de Valle de Bravo, donde hay un alto número de programas sociales. El de Salud, José Narro, a Ecatepec. En los municipios conurbados de la Ciudad de México trabajaron la llamada “ruta de la leche”, bajo el mando del director de Liconsa, Héctor Pablo Ramírez Puga, quien desde las seis de la mañana trabajó con el padrón de los beneficiarios de la leche gubernamental. Margarita González, la operadora electoral de Robles, lo apoyó, junto con el director del ISSSTE, José Reyes Baeza, que se concentró en Neza. El gabinete estuvo trabajando todo el día, y el secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong, le fue pasando al presidente la información de cómo se iba comportando el electorado. El despliegue federal se encaminaba al objetivo buscado, y coronó la ofensiva más agresiva, por masiva y sistemática que se recuerda en una elección mexicana, en contra de una candidata (o candidato), como fue el caso de la cruzada contra Gómez, con lo cual se intentó compensar los negativos de Del Mazo y los pesados lastres que arrastraba, en gran parte con el descrédito de Peña Nieto.6




      Hay mucho dinero en efectivo cuya procedencia es poco clara. Dinero en abundancia cuyos orígenes son dudosos. Puede venir tanto del erario y de empresas aliadas como ser dinero sucio, presuntamente del crimen organizado. Asimismo, puede tratarse de inconmensurables recursos de los aparatos de gobierno e infraestructura logística de empleados, vehículos, información y equipos humanos y técnicos contratados. La utilización de los programas sociales en la compra y coacción del voto en las zonas y población de mayor pobreza es buen ejemplo de cómo todo el aparato interactúa de manera coordinada. Contraviniendo el espíritu de la Carta Magna —el artículo 134 constitucional—, el congreso local aprueba el 30 de marzo de 2017 que 63 programas sociales y asistenciales —de un total de 90, es decir, 70% de los programas— pudieran desplegarse en el estado aun dentro de los 30 días previos a la jornada electoral. La mayoría priista en la cámara se impone pese a las objeciones de la oposición. Los programas sociales locales y federales se convierten en un instrumento electoral. Esto propicia la presencia masiva de altos funcionarios locales y federales, incluido el presidente, en la entrega de dádivas y beneficios sociales a gran escala que vulnera los principios de toda elección. Dicha operación, en beneficio y promoción del voto en favor de Alfredo del Mazo. Ante los señalamientos críticos de la prensa y de la opinión pública, el consejo del IEEM se hace guaje y actúa con tibieza pasmante, en ese tenor, el consejo general del INE da la impresión de que se desentiende, como Pilatos, se lava las manos. Los tribunales electorales son complacientes ante tan descaro y ahí está el resultado. Las personas en condición de pobreza no sólo votan por el candidato del PRI, sino que el grado de participación electoral, en las zonas rurales más pobres, es tan alto en niveles de asistencia a las urnas que Suiza lo envidiaría. Para la elección de Estado, el ejemplo del uso político de los programas sociales es más que evidente, supone la concurrencia de diversas instancias para arropar acciones que operan con alevosía política.




      La elección de Estado supone la confluencia no sólo del aparato de gobierno local y federal, sino municipal; también del congreso, así como la docilidad de los órganos electorales, incluyendo los tribunales. Supone el apoyo de empresas y empresarios que soportan recursos o logísticas; por ejemplo, transporte, bodegas, propaganda, etc. Asimismo, la participación de las policías estatales y municipales. La elección de Estado utilizó en el Estado de México métodos del crimen organizado, como falsos citatorios de la Fiscalía Especializada Para la Atencion de Delitos Electorales (FEPADE), amenazas telefónicas, cabezas de cerdo en sedes partidarias y casillas electorales, coronas funerarias, volantes amenazantes lanzados desde un helicóptero en actos públicos, levantones de activistas de la oposición y la complicidad de muchos medios de comunicación que informaron de manera parcial y sesgada. Todos estos métodos violentos fueron calificados como “terrorismo electoral”.




      Frente a un esquema de intervención gubernamental tan apabullante, no hay equidad posible. O resulta muy cuesta arriba cualquier alternativa electoral. Cada una de las estrategias, como la pulverización del voto, los candidatos supuestamente independientes, la compra descarada de actores de oposición o alentar una falsa oposición, entre otras, resultan acciones relevantes, en el cómputo final, sobre todo en una contienda tan competida.




      La elección de Estado, en suma, es el desdoblamiento de gobierno en una omnipotente casa de campaña electoral, el término, por tanto, requiere ser resignificado. Porque sus iniciativas burlan, trampean y transgreden las leyes electorales y los principios éticos elementales en la competencia por el poder. Son estrategias temerarias amparadas bajo el cobijo de autoridades sesgadas que provocan encono y múltiples denuncias en las redes sociales. Son una provocación a la paz social y a la democracia de México. La elección de Estado, por tanto, es una regresión política peligrosa, sobre todo cuando los resultados tienden a ser ajustados, pues propician crispaciones poselectorales que agravan y vulneran la línea de estabilidad social.




      Algunos analistas veteranos dirán que todo esto ya está visto desde hace 30 años, un déjà vu. Entonces, ¿México no ha avanzado en sus procesos electorales? o ¿tenemos claros signos de regresión a viejas prácticas electorales?




      DEMASIADO DINERO Y EL LLAMADO GRUPO ATLACOMULCO




      Es incontable el dinero del erario y la gran cantidad de dinero sucio que se movió en las elecciones de 2017. Resulta muy difícil mostrar las cantidades que se manejaron en la elección para gobernador porque impera la opacidad del aparato. Ya en las pasadas siete elecciones, sin excepción, el mayor reclamo era el derroche en la utilización de recursos económicos destinados a la compra y coacción del voto. Dichas acciones contravienen lo establecido por la normatividad y los lineamientos electorales. En secrecía y amparado en el cobijo gubernamental, es muy difícil establecer los montos precisos utilizados en las elecciones de 2017.




      La maquinaria tiene oficio para disimular y evaporar los movimientos ilícitos no sólo del erario, sino de empresas afines al grupo en el poder y, como han referido varios autores, incluso del crimen organizado. Se manejan miles de millones de pesos. El movimiento político Ahora denunció, a través de redes, supuestos contubernios millonarios entre la empresa OHL, grupo Higa y San Román con los gobiernos mexiquenses para mantener el poder en la entidad. El llamado ciclo consiste en haber usado el poder público desde 2002 para obtener dinero que ha permitido financiar ilegalmente campañas electorales y perpetuarse en el poder. El movimiento Ahora —encabezado por Emilio Álvarez Icaza y Alfredo Figueroa— sostiene que se trata de un desfalco por un monto que ronda los 90 mil millones de pesos en un arco de tiempo de 15 años, cuya finalidad —entre otras— ha sido fondear campañas electorales oficialistas.7




      Hay muchas historias subterráneas que rayan en la fantasía cuando se refieren a dinero en los procesos electorales. Sin embargo, al conocer el origen y evolución casi dinástica del grupo en el poder mexiquense, las denuncias cobran sentido. Nos referimos al llamado Grupo Atlacomulco, que ha detentado el poder en el Estado de México por casi 90 años, con sucesiones y vínculos de sangre, como es el caso de Alfredo del Mazo Maza, tercera generación de su familia en el poder y del grupo. Como hemos señalado, la política en el Estado de México no sólo es un engranaje político de poder, sino que involucra negocios ventajosos altamente rentables. Si usted piensa que se exagera, sólo le doy un dato revelador: un día después de la elección mexiquense, en la bolsa de valores subió 5.6% la cotización de la acciones de la empresa OHL, que se ha caracterizado por ser aliada histórica de los gobiernos priistas en el Estado de México y ahora a nivel federal con Peña Nieto.8




      Siguiendo la filosofía del profesor Carlos Hank González (1927-2001), ícono del Grupo Atlacomulco, hay una tenue línea entre la política y los negocios, entre empresarios y actores políticos, entre el poder y el dinero. El Grupo Atlacomulco es una escuela de hacer fortunas con la política, el eje ha sido el uso del poder político para beneficios económicos y del poder económico para fines políticos. Dicho ejercicio sólo es posible desde la complicidad y una férrea disciplina en torno al gobernador en turno. Digámoslo de otra manera, el Grupo Atlacomulco es más que una camarilla de políticos priistas; es una vasta red de intereses económicos, financieros y empresariales. Hay una rotación beneficiosa de roles, las funciones se circulan. Así, la posibilidad de que prevalezca el grupo de poder es la oportunidad de hacer negocios vinculados al erario. El mismo Carlos Hank González es el paradigma del grupo: amasó una descomunal fortuna personal utilizando sus distintos puestos en el gobierno y usó esa riqueza para conseguir espacios de poder político para él, sus incondicionales y sus hijos.




      La frontera entre el poder y el dinero es gaseosa. Aunque todos niegan la existencia de dicho grupo, los hechos en la realidad y la historia reciente lo corroboran. Las cabezas han sido los gobernadores, desde Isidro Fabela hasta Peña Nieto, pasando por Alfredo del Mazo González, Emilio Chuayffet, César Camacho, Arturo Montiel, Ignacio Pichardo Pagaza, Mario Ramón Beteta y Jorge Jiménez Cantú, entre otros. Precisamente, César Camacho reconoció que esta forma de hacer política es “buena para todos”, y refutó la expresión, ya que más bien se refiere a un modo particular de hacer política, en el que la regla de oro es que la autoridad del gobernador es incuestionable. Así lo planteó:




      A veces la mención del Grupo Atlacomulco trae consigo un dejo de conspiración, de secretismo, de protección de intereses inconfesables o turbios. No hay tal grupo. Lo que hay es un estilo mexiquense de hacer política, no porque no haya conflictos o diferencias, sino porque las dirimimos de una manera diferente. ¿Cómo? Los políticos nos ceñimos a las reglas legales, escritas y no escritas, con el mismo escrúpulo. Los resultados positivos son los que nos dan la razón, son los que nos dicen que haber adoptado este estilo de hacer política es bueno para todos.9




      Peña Nieto eligió al candidato más aristócrata del Grupo Atlacomulco y de la generación de los golden boys. Alfredo del Mazo Maza proviene de una dinastía política de padre y abuelo gobernadores. Uno de los peores candidatos que arrastró el desprestigio y la erosión de la imagen del gobierno federal.




      Cuando el grupo se agrieta y entra en conflicto interno, los ataques se centran en acusaciones de acopio de fortunas mediante peculado. El caso más sonado fue la filtración de Roberto Madrazo contra Arturo Montiel que mostró la “riqueza personal inexplicable” del político. En plena lucha por obtener la candidatura presidencial en 2005, Madrazo dio un golpe mortal que acabó con las aspiraciones de Montiel, a quien balconeó por realizar “depósitos ilegales” de 35 millones de pesos.10 Por supuesto, la contraloría —bajo la gubernatura de Enrique Peña Nieto— “no encontró” elementos probatorios y Montiel fue exonerado y arropado por su sucesor en la gubernatura mexiquense; sin embargo, su carrera política estaba arruinada.




      Otro caso sonado fueron las filtraciones recientes sobre la extraordinaria fortuna de José Manzur Quiroga, el secretario de Gobierno en la administración de Eruviel Ávila. Manzur declaró poseer más de 80 millones de pesos en propiedades; además los ostenta, en particular, un rancho con lago artificial y un pequeño zoológico, propiedades también vinculadas al grupo Higa; en el rancho se encuentra una caprichosa colección de más de 100 vehículos marca Ford Mustang, estacionados en un inmensa bodega construida ex profeso.11




      La abundancia de dinero no se da sólo en la operación de la compra e inducción del voto, sino en la asignación presupuestal a las propias instancias electorales. En relación con el financiamiento a las instituciones electorales como el Tribunal Electoral del Estado de México (TEEM) y el IEEM, las cantidades son excesivas. Tomemos el ejemplo de este último, que en agosto de 2016 presentó un presupuesto a la legislatura local de 2 mil 346 millones de pesos, de los cuales poco menos de mil millones fueron para los partidos. El abultado presupuesto es desproporcionado, como si aun tuviera todas las atribuciones generales antes de la última reforma, es decir, la totalidad de acciones y responsabilidades del conjunto del proceso electoral que ahora ejerce el INE. Recordemos que desde 2014 las funciones del instituto local se redujeron a 70%. Comparando, en 2005 el IEEM gastó en las elecciones para gobernador mil 725 millones de pesos; en 2011, mil 650 millones de pesos, y en 2017 dio un salto sospechoso a 2 mil 71 millones de pesos en presupuesto aprobado por la legislatura.




      La mayor parte del presupuesto se va en salarios; sin embargo, hay muchos rincones oscuros en el manejo de los recursos del instituto. A esto hay que sumar el dinero destinado a los tribunales estatal, regional y federal, a la FEPADE y, por supuesto, al INE, que tiene montada en el Estado de México una robusta estructura permanente de 45 juntas locales y una delegación estatal en Toluca. Siendo México un país con tantas carencias y pobreza, ¿vale la pena gastar tanto dinero en los procesos electorales? ¿La democracia electoral tiene que ser costosa ante resultados tan cuestionados?




      DE LA EXPLOTACIÓN ELECTORAL DE LA POBREZA


      A LA DELINCUENCIA ELECTORAL




      Uno de los factores más cuestionables, desde la perspectiva ética, es el lucro electoral de la pobreza. En el Estado de México, 49.6% de la población (8.2 millones de personas) se encuentra en situación de pobreza y 7.2% (1.2 millones de personas) en pobreza extrema. Sólo entre el año 2010 y 2014, la pobreza en dicha entidad se incrementó en 12.8% según datos del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval).




      De acuerdo con un estudio de Incide Social AC, el gobierno del Estado de México devengó en los primeros meses de 2017 casi todo el presupuesto destinado a la entrega de programas sociales, el cual equivale a 157 mil 492 millones de pesos. Según la asociación civil presidida por Clara Jusidman, el presupuesto de la entidad en 2017 fue de 260 mil 318 millones de pesos, de los cuales 60.5%, equivalente a 157 mil 492 millones, fue destinado a programas sociales. El estudio revela que los apoyos sociales en la entidad incidieron en el ánimo del votante en condición de pobreza; además, sostuvo que la mayoría de los programas sociales de la entidad no están blindados, son opacos y se utilizan a discrecionalidad. Incide analizó a fondo 30 programas, de los cuales muchos no cuentan con un padrón de beneficiarios y sólo uno tenía contraloría social.12 El impacto de la estrategia de lucrar electoralmente con la pobreza tuvo efectos visibles en el comportamiento del voto.




      Uno de ellos es la participación ciudadana, que se incrementó en más de 5%. Sin embargo, dicho incremento se percibió notablemente en zonas rurales y pobres. Este contraste ha generado cuestionamientos entre distintos analistas y académicos que estudian estas elecciones: 75% de las 18 mil 605 casillas fueron urbanas, y sólo 25%, no urbanas. En las casillas urbanas se mantuvo el promedio histórico de abstención y sólo votó 51.9% de los ciudadanos del Estado de México. Mientras que en las no urbanas el voto se incrementó en 59.5%. Hay una diferencia de 7.6, en la que el PRI obtuvo 18 puntos con un mayor número de votos que Morena en las casillas no urbanas. Es decir, en las casillas rurales el PRI obtuvo 43.5% de los votos, y Morena sólo 25.6%. En cambio, en las casillas urbanas la diferencia fue ligera: el PRI obtuvo 30.1% y Morena 32.9%. En municipios como Sultepec votó 69% de la lista nominal, en Tlatlaya 67%, y en Luvianos 65%. Niveles envidiables hasta en países altamente democráticos. En contraste, en los municipios urbanos la participación fue pobre; por ejemplo, en Naucalpan y Tlalnepantla sólo votó 47%, y en Ecatepec, 49%.




      Por ello, la consejera Ana Vanessa González, de la junta local del INE (2012-2017), quien analiza a profundidad en otro capítulo de este libro el tema, tuvo un fuerte posicionamiento en la última sesión de la junta local del instituto en el Estado de México, advirtiendo:




      Lo estuvimos diciendo desde marzo de este año en sesiones sobre la operación del gobierno federal y del gobierno estatal en la entrega de recursos públicos y en la operación de programas sociales. Cuestionamos la decisión del congreso local al definir 65 programas sociales que supuestamente no tendrían incidencias electorales; las más de 150 visitas de los secretarios de Estado federales, las más de 500 visitas de subsecretarios y de directores generales que estuvieron operando directamente programas sociales en zonas pobres de la entidad, justificando que los programas sociales no podrían parar, y menos en el Estado de México, con tantas necesidades. Es evidente que se entregaron recursos de distintos tipos de los diferentes programas sociales en la entidad y ahora constatamos que por supuesto tuvieron influencia en la orientación del voto en todo el sur del estado, y se muestra que tiene una incidencia en los resultados electorales.




      Otro dato preocupante, de los 141 mil beneficiarios de programas sociales registrados, 9 mil fungieron como representantes de casillas, de los cuales 6 mil operaron para la coalición de Alfredo del Mazo. Esta línea muestra cómo el sistema condiciona ayudas de los programas sociales y orienta conductas políticas de la población más vulnerable. Santiago Nieto —entonces titular de la FEPADE— declaró que de las 240 investigaciones abiertas, 57% corresponden a mujeres, entre las que destacan beneficiarias de programas sociales como Prospera. El entonces fiscal sostuvo que existe una política de condicionamiento de programas sociales que utiliza a las mujeres. Por ello la feminización de la pobreza tiene como correlato la humillante feminización del delito electoral. Resulta perturbador el uso político contra las mujeres que padecen los mayores índices de exclusión y vejación económica. Las mujeres pobres han sido rehenes de intereses electorales porque es el sector más frágil y susceptible de manipulación política.




      En efecto, las denuncias presentadas por los partidos de oposición, la sociedad civil y la opinión pública sobre la utilización abusiva de los programas sociales tuvieron poco eco en el IEEM y de manera más preocupante en el INE, que literalmente se desentendió. El tema rebasa la inducción electoral y política; el uso indebido de los programas sociales con fines electorales se plantea también como un dilema ético porque, ahí, hay niveles de perversidad social y estrategias que degradan aún más la condición de sectores excluidos.




      En relación con lo anterior, conforme se acercaba la jornada electoral y las encuestas mostraban un empate técnico, las estrategias por parte del gobierno y del PRI se endurecieron al grado de rebasar el concepto de guerra sucia para recurrir a métodos empleados por los cárteles del crimen organizado. Hubo durante todo el proceso denuncias de Morena por actos de hostigamiento a sus militantes. Al acercarse el día de la votación, hubo acciones de intimidación graves. En sedes partidarias y algunos lugares donde se instalarían las casillas se tiraron cabezas de cerdo; se pegaron pósters grandes, falsamente firmados por el IEEM, en los que se “recomendaban” medidas de seguridad en caso de presentarse una balacera. En aparatosos operativos policías municipales, a bordo de grandes camionetas con torretas encendidas, repartieron citatorios falsos de la FEPADE a ciudadanos funcionarios de casilla y representantes de partidos. El hecho ameritó un desmentido del titular, Santiago Nieto, quien tuiteó: “Son falsos los citatorios que se están distribuyendo a representantes de partido firmados a mi nombre. ¡Denuncien!”.




      También hubo cientos de llamadas intimidatorias a funcionarios de casillas. ¿Cómo obtuvieron sus números telefónicos? El terrorismo electoral consiste en la utilización de métodos ilegítimos por parte de un gobierno o un partido para inducir o sembrar terror e inhibir o condicionar el voto entre la ciudadanía. Habría que sumar las campañas públicas para desorientar al electorado, como los supuestos espectaculares del PT y la campaña mañosa para donar sangre a unos días de la elección usando espectaculares tramposos muy parecidos a los del PRI.




      Todos estos comportamientos ilícitos fueron documentados y calificados por la asociación Ni un Fraude Más y en su didáctico informe se pueden constatar más de 600 anomalías reportadas.13




      El texto del exconsejero Norberto López Ponce titulado “El terror electoral en la elección mexiquense 2017” —ensayo contenido en este mismo libro— sostiene que el laboratorio mexiquense de la violencia tuvo un impacto efectivo en el ánimo de la ciudadanía a la hora de emitir su voto o de participar en las casillas en ciertas regiones de la entidad. Los resultados en las casillas y un análisis comparativo permiten sustentar dicha hipótesis. Sobre todo en los distritos donde las encuestas favorecían a la oposición. Sin duda, el terrorismo electoral inhibió la participación de ciudadanos funcionarios de casillas: 20.47% de las casillas, es decir, 3 mil 808, tuvieron al menos un funcionario tomado de la fila. Estamos hablando de que cerca de 5 mil 386 funcionarios fueron tomados de la fila, lo que equivale a 7.23% del total de los funcionarios de casilla. Para algunos consejeros generales del INE, este hecho no fue grave, ya que se redujo la sustitución respecto de la elección anterior.




      Bajo este tenor, el consejero Ciro Murayama refutó una declaración que hice a la revista Proceso sobre la preocupante sustitución de funcionarios de casillas.14 El consejero objetó que en la mayoría de las que registraron sustitución, ganó la candidata Delfina Gómez, por lo que “no dañó de modo alguno” el rumbo de la elección; sin embargo, pasó por alto que la mayoría de las casillas donde se tomó al menos a un ciudadano de la fila se concentraron en zonas donde Morena era fuerte. Por probabilidad, el resultado era obvio. Si el fenómeno de las sustituciones se hubiera presentado en todo el territorio, el argumento de Murayama tendría validez. Pero no fue así, las sustituciones se centralizaron en Tlalnepantla, Ecatepec, Zumpango, Atizapán y Chalco; en los dos últimos hubo una diferencia mínima entre los principales contendientes. Dicho de otra manera, si las sustituciones fueron un accidente disperso en la totalidad de la geografía distrital, el reproche de Murayama sería correcto, pero las sustituciones se concentraron en zonas donde la oposición era robusta. Por tanto, el consejero Murayama peca de inocencia, inadmisible porque no es un fenómeno nuevo ni original, o no le pasaron bien la información.15 De tal manera que solicité revisar nuevamente la aseveración del consejero. Aquí hubo un operativo montado, como en otros procesos. No se está descubriendo el hilo negro, pero tampoco se puede tapar el sol con candidez.




      ACTUACIÓN SESGADA DEL INSTITUTO ELECTORAL


      DEL ESTADO DE MÉXICO




      Desde que se fundó en 1996, en sustitución de la escabrosa Comisión Estatal Electoral que dependía de la Secretaría de Gobierno del estado, el IEEM ha estado subordinado a los poderes locales. La integración de su consejo ha estado marcada por cuotas partidarias y pactos en la legislatura local. El IEEM ha padecido una sumisión política crónica al servicio del gobernador en turno. Es botín de los partidos políticos y foco recurrente de escándalos que son espejo del nivel de la cultura política autoritaria mexiquense y sus altos niveles de corrupción.




      Los partidos de oposición tienen una cuota de responsabilidad en el desprestigio del sistema electoral mexiquense. Han permitido, validado y se han dejado consentir por un modelo torcido basado en la simulación. En la política de la forma, la corrupción es norma imperante tan subterránea como real. El poder formal es depositado en los consejeros, mientras el poder real descansa en la Secretaría de Gobierno del estado. Los acuerdos que ésta va entablando con los partidos son las definiciones clave que pasan por encima del órgano electoral. La operación y el manejo de los recursos financieros se asientan bajo el control total del sistema. El secretario ejecutivo Javier López Corral, desde hace 10 años, es el hombre de toda la confianza del partido. Este control es efectivo, metaconstitucional y expresa la perversidad política del poder.




      La representación de los consejeros ciudadanos es una impostura mediática. Hacia abajo —en la estructura de las juntas distritales, vocales, capacitadores y consejeros ciudadanos—, la lógica es la misma. Ahí es donde la maquinaria del partido se deja sentir con mayor fuerza, pues es la única con presencia real en toda la geografía mexiquense y cuenta con una estructura de cuadros que le da preeminencia territorial tanto en el IEEM como en el INE. Aquellos consejeros que salen del script, como el que esto escribe, son cooptados o, en su caso, acosados; reciben amenazas que pueden tener costos profesionales, así como intimidaciones en la seguridad personal y familiar.




      A lo largo de 22 años, el instituto ha experimentado crisis internas que han llegado a cimbrar el sistema político de la entidad. En febrero de 2003, María Luisa Farrera Paniagua —presidenta del consejo— sufrió un atentado violento en las instalaciones del instituto. El entonces procurador Alfonso Navarrete Prida calificó el episodio como “autoatentado”, y la presidenta fue retirada del cargo. En 2004, los consejeros se vieron involucrados en nuevos escándalos por el dispendio económico tanto en el cobro de bonos millonarios como en derroches para la construcción del edificio sede, rebasando el presupuesto original en más de 120 millones de pesos.




      Sin embargo, el ejemplo más notable fue la crisis de corrupción del llamado “caso cartonera plástica”. En mayo de 2005 estalló un escándalo mayúsculo a tan sólo siete semanas de la elección de gobernador. El estrépito se desató al descubrirse un sobreprecio de los materiales electorales que involucraba a funcionarios electorales y actores del propio gobierno. La podredumbre de la corrupción alcanzó a los mismos consejeros, quienes fueron obligados a renunciar. Entre ellos, destaca el mencionado Bernardo García Cisneros, quien fue una especie de cacique electoral con gran poder en el instituto. No obstante su descrédito, el sistema recicló a García Cisneros y reapareció como alto funcionario en el video de operación electoral en Chalco que hemos relatado arriba. En dichas crisis vemos constantes: mucho dinero en juego, corrupción y subordinación política.




      El IEEM en tanto territorio colonizado posee muy poca credibilidad ciudadana. Sus decisiones han sido siempre cuestionadas y no goza de la confianza ni de los actores políticos ni de la opinión pública. Esta condición determina que su autoridad esté mermada y sea blanco de constantes descalificaciones.




      Hay una falla de origen en la conformación de todos los órganos electorales que consiste en que cada uno de los consejeros es parte de una cuota de partidos. El PRI siempre lleva mano durante el proceso electoral; en la actualidad, el consejo del IEEM es dominado abrumadoramente por ese partido. Consejeros leales al sistema, con desmesurada ambición carrerista, se convierten en consejeros de consigna. Uno ya sabe qué van a votar, qué van a vetar y cómo se van a comportar. Asimismo, los directores y la estructura operativa son en su mayoría posiciones leales al partido en el gobierno.




      El principal deber de los institutos electorales en los procesos es facilitar la organización y la plena participación ciudadana en la emisión del voto. La democracia supone procesos electorales libres, transparentes y equitativos, todo ello sujeto a las normas electorales establecidas. En unos comicios democráticos, el papel de las estructuras electorales es definitivo. La mayor fortaleza de los institutos electorales son la credibilidad y lo que Francis Fukuyama llama la “confianza social”. Cuando ésta se pierde, se erosiona la autoridad, que es la mayor fortaleza que debe tener todo árbitro electoral.




      La jornada del 4 de junio de 2017 deja muchas interrogantes sobre la probidad del consejo del IEEM. Máxime cuando los resultados fueron tan apretados, cualquier irregularidad adquiere relevancia por pequeña que sea. Los sesgos y las omisiones del árbitro irritan especialmente por la forma en que los aparatos de gobierno han intervenido de forma arbitraria en el proceso. Sí, la indebida irrupción, abierta y velada, ha vulnerado el espíritu de competencia electoral ante la negligencia y pasividad de las autoridades. Éste fue el punto de quiebre. Los ánimos se encresparon debido a la parcialidad del árbitro electoral mexiquense. A partir de ahí, diferentes actores y analistas pusimos bajo sospecha su actuar por exhibir en los hechos falta de imparcialidad e independencia frente al poder; su actuación y los hechos concretos pusieron en tela de juicio su autonomía e incluso su honestidad se cuestionó.




      De manera muy sucinta, enumeramos alguno de los desaciertos del IEEM durante el proceso electoral 2017:




      a) Mucho dinero para el árbitro electoral. Con 70% menos de responsabilidades respecto de otros procesos el IEEM solicitó a la legislatura un altísimo presupuesto que rondó los 2 mil 350 millones de pesos.




      b) Topes de campaña históricos. El consejo aprobó topes de gastos de campaña millonarios, lo que resultó ser un acto anticonstitucional, pues el congreso local no acató la nueva fórmula de la reforma de 2014; el tope se disparó a 285 millones de pesos, la cifra más alta en la historia de las elecciones locales en todo el país.




      c) Desincentivación del voto. Contra el mandato, el IEEM no realizó una estrategia para incentivar la participación ciudadana. A tres semanas de la elección, 70% de los ciudadanos no sabía con precisión el día exacto de la jornada electoral.




      d) Dudoso registro de candidatos independientes. Ante los dos candidatos independientes, el IEEM exhibió falta de exhaustividad y certeza en el cotejo de las firmas en las cédulas de respaldo. Miles de dichas cédulas fueron llenadas con la misma tinta y, al parecer, con la misma mano. Sólo el consejero Gabriel Corona votó contra el acuerdo, a contracorriente de sus compañeros, argumentando que revisó 2 mil 387 cédulas de respaldo y encontró graves inconsistencias. Ninguno de los demás consejeros tuvo la iniciativa de revisar las cédulas y no sólo validaron un proceso inadecuado, sino que desdeñaron los requerimientos de omisión que casi todos los representantes políticos reclamaron. Por supuesto, el tribunal rechazó el acuerdo y solicitó reponer el proceso con rigurosidad. Hubo trampa; tan sólo a Isidro Pastor le rebotaron 40 mil firmas de personas que ya no existían. Qué pasó: tomaron una lista nominal en el mercado negro y con ella, a mano, llenaron las cédulas. El episodio costó 25 millones de pesos, porque a pesar de que el tribunal ordenó parar la impresión de boletas, hubo que hacer una nueva impresión de más de 11 millones de boletas sin el nombre de Pastor, en un oscuro proceso de adjudicación directa con la misma empresa que hizo su agosto con dos impresiones. ¿Hubo una consigna de arropar a Isidro Pastor y a la otra candidata independiente, Teresa Castell? ¿Por qué se le retiró el apoyo a su antiguo operador priista?




      e) Sospechoso PREP a la antigüita. El PREP es un instrumento para dar a conocer, de manera preliminar, los resultados de las elecciones; no ofrece resultados definitivos ni concluyentes; sin embargo, proporciona información oportuna sobre el sentido del voto y contribuye a estabilizar las expectativas de los actores políticos, los medios y los ciudadanos. Resulta difícil entender la cerrazón del IEEM para operar el PREP-casilla, el cual incorpora los adelantos tecnológicos más avanzados para dar información certera casi en tiempo real. Mediante teléfonos inteligentes y un programa, al tomar una foto al acta de escrutinio de manera automática se carga la información a la gran base de datos dando resultados inmediatos. No entendemos la resistencia para utilizar innovaciones.




      f) Aburridos debates. El IEEM no tuvo imaginación política y se sometió a los caprichos de los partidos al haber diseñado acartonados debates políticos que defraudaron a la ciudadanía, la cual siguió con decepción los debates en diversas plataformas. Tuvo la oportunidad de realizar cambios para el segundo debate, pero volvió a ceder y no permitió modificaciones ni mejoras que propusieron tanto el PRD como el PT y el PAN. Ante la negativa del PRI y de Morena, el segundo debate resultó aún peor.




      g) Comportamiento errático en el conteo de votos. Fallas documentadas en cada uno de los ensayos del PREP y simulacros del conteo rápido. Se prometió realizar el conteo rápido con el resultado de mil 800 casillas y finalmente no llegó a mil 300. ¿Por qué no se respetó lo anunciado y se adelantó la difusión del resultado del conteo rápido? La fatídica noche del 4 de junio, ante resultados tan apretados, el presidente del consejo del IEEM —Pedro Zamudio— se atrevió a declarar que “la diferencia [era] significativa” a favor de Del Mazo. La prensa gobiernista magnificó la declaración.16 Los cuestionamientos al encuadre del trinomio conteo-PREP-cómputo vienen de los señalamientos del consejero Gabriel Corona, quien en este libro documenta con detalle las anomalías que buscaron ajustar artificialmente un resultado que favorecería a Alfredo de Mazo.




      h) El presidente del IEEM se niega a abrir paquetes electorales. Para el cómputo distrital se anunció la apertura de 5 mil paquetes, y los abiertos no llegaron a 3 mil, pese a que el consejero presidente del INE, Lorenzo Córdova, declaró que para mayor certeza deberían abrirse los paquetes necesarios. ¿Cuáles fueron las razones para no hacerlo? En declaraciones a la prensa, Pedro Zamudio fue enfático: “No vamos abrir paquetes porque alguien lo haya pedido o porque circulen videos en internet”.17




      El descrédito del IEEM fue generalizado ante un espeso manto de sospechas. Con tantos desaciertos se hizo notar; en Twitter decenas de usuarios convirtieron la etiqueta #FraudeElectoral en trending topic que ocupó el primer lugar nacional y metropolitano al día siguiente de la elección. Frente a las críticas en las redes sociales, la consejera Palmira Tapia las puso en cuestión y reprobó públicamente la “posverdad” y las “verdades alternativas” que circulan en las redes.




      En suma, el IEEM es parte de la elección de Estado en el proceso de 2017. Dicho de otra manera, la elección de Estado requiere de un árbitro electoral a modo. La mayor parte de los consejeros fueron la expresión de la regresión electoral, cuya sombra acecha la elección de 2018.




      EL INE, EN EL PEOR MOMENTO DE SU HISTORIA




      José Woldenberg suele repetir que construir la credibilidad institucional cuesta mucho trabajo y tiempo, es una tarea delicada y constante. Por el contrario, destruirla es sencilla; es cuestión de una mala decisión que desemboca en nocivas percepciones de la sociedad. Eso ha venido sucediendo con el INE a raíz de aquella desafortunada decisión de Luis Carlos Ugalde, la noche de la jornada electoral de 2006, en la que el IFE fue rebasado por una atmósfera de encono político. Lo acontecido después, a lo largo de más de 10 años, ha ido cuesta abajo.




      El proceso electoral de 2018 enfrenta el poco reconocimiento de los OPLE y, sobre todo, la credibilidad erosionada del actual consejo general del INE. El país lleva a cuestas el lastre histórico del fraude electoral y la corrupción política como una patología incurable. El fraude es un cáncer que contamina no sólo las instituciones electorales, sino que resta legitimidad a las diversas estructuras del Estado. El fraude es correlato de la corrupción de las élites políticas; es la metástasis que invade los comicios.




      Los pasados procesos electorales de Coahuila y Estado de México de 2017 exhibieron ante la opinión pública al consejo general del INE rebasado y desprovisto de voluntad política para salvaguardar la calidad de la democracia electoral. Y aún más, los consejeros generales se evidenciaron al salir a defender de manera rústica, en el espacio público, los procedimientos, las decisiones de las autoridades locales en la materia y los resultados electorales de dichas entidades. El manejo poselectoral del INE fue desastroso, carente de autocrítica, e incluso los consejeros electorales exhibieron soberbia. Tácitamente cuestionaron las opiniones y señalamientos que circularon en las redes sociales, refutaron las “realidades virtuales” o verdades alternativas, así como las críticas. Calificaron como infundados los diversos señalamientos que, desde diferentes sitios, cuestionaban el proceso y a las autoridades. ¿La crítica es un derecho o no? ¿Dónde queda la legitimidad ciudadana de la libre expresión? Los consejeros no supieron leer los humores y la indignación de un importante sector de la población.




      El presidente del INE —Lorenzo Córdova— ha declarado que el gran reto para 2018 es recuperar la confianza en la institución. Es cierto, pero se queda muy corto porque el fondo no es un tema de percepción social ni mediática. El gran reto es combatir la corrupción electoral que sigue latente en los OPLE e incluso en el propio INE. La corrupción política como metástasis que contamina toda la atmósfera electoral. Sin demócratas, no hay democracia; sin lealtad de los contendientes y de los árbitros, la calidad de los procesos se convierte en tortuosos caminos donde la ley es violada sistemáticamente. Frente a imposiciones a rajatabla, está en juego la paz y la estabilidad social del México contemporáneo. Ojo, sin dramatismos, el riesgo del México bronco está latente.




      La reforma electoral de 2014 ha fracasado; ha creado un llamado “modelo híbrido” entre los OPLE y el INE, lo que también se ha dado en llamar de manera pomposa un “federalismo electoral”. En realidad es un caos, sobre todo cuando se trata de asumir con claridad responsabilidades electorales. Hay una absurda triangulación de tareas, funciones y altos presupuestos entre los consejos locales y distritales del INE con las estructuras análogas de los OPLE. El llamado sistema nacional electoral ha mostrado que si a los OPLE les va mal en una elección, al INE le va peor. La responsabilidad política finalmente recae en el consejo general del INE.




      Sin embargo, pese a lo anterior, persiste esa falla de origen, pecado original en la conformación de los consejos en las diversas entidades del país. Es cierto, la tarea ya no la realizan los gobernadores, sino son los consejeros del INE quienes eligen. No obstante, éste no ha sabido seleccionar con pertinencia. En este mismo libro, Karina Vaquera muestra que, a pesar de exámenes, ensayos y entrevistas, se continúa con la lógica política de reparto.18 Peor aún, se privilegia a una casta electoral que reproduce el mismo método de contrapesos partidarios. Es evidente el empantanamiento y hasta retroceso en materia electoral. Aunque duela, la involución y la regresión están latentes.19




      Ante la intervención del gobierno estatal y federal en el Estado de México, los árbitros fueron omisos y complacientes transgresores del principio electoral de la equidad y del espíritu de la autonomía. Ahora pagan con el descrédito el repliegue electoral que ellos mismos toleraron porque vulneraron el principio de la autoridad electoral, permitiendo el retorno de prácticas despreciables que se creían anacrónicas.




      A partir del Estado de México, es el ganar a toda costa, y ganar no importa cómo. Surge como un relato siniestro que ensombrece el proceso electoral de 2018. Por ello, ahora los escenarios son diferentes y reina el imperio del poder cínico, la compra del voto del vulnerable, del pobre, el derroche abierto de recursos públicos, la intervención subterránea del crimen organizado y la desesperante complacencia de las autoridades. Los casos de Coahuila y Estado de México nos han mostrado las miserias políticas y las complicidades del fuerte.




      Los miles de millones de pesos que consumen las instancias electorales sirven de bastante poco. Desaniman el humor ciudadano. Estructuras electorales gigantescas se vuelven pesadas maquinarias burocráticas autorreferenciales. El árbitro se convierte en un actor político hasta la estridencia. Se rompe el principio de que el mejor árbitro es aquél que no se ve. Salen a relucir los egos protagónicos de los consejeros que se sienten dioses electorales en la herradura olímpica de Tlalpan.




      El expresidente del IFE Luis Carlos Ugalde —quien sabe bien del descrédito electoral— advirtió que la falta de credibilidad del INE ha propiciado que el órgano electoral pase por su peor momento en el entorno político de nuestro país.20 No sólo es la percepción de la opinión pública que muestra una desconfianza de más de 60% —según Parametría—, sino de importantes actores de la sociedad civil organizada. Distinguidos intelectuales como Sergio Aguayo, Denise Dresser y Javier Sicilia, por ejemplo, pidieron la inmediata destitución de los miembros del actual consejo general. Aguayo sentenció que el INE es un peligro para México.21 Exigieron nombrar nuevos consejeros de corte ciudadano, lo que daría una contundente señal de imparcialidad y autonomía a los principales actores en las próximas elecciones.




      Ya es muy tarde, queda patente la insatisfacción. Queda ahí una espada de Damocles para la reforma que viene. Las posturas se han polarizado y exconsejeros del IFE como José Woldenberg, María Marván y Leonardo Valdés salieron a defender a los actuales consejeros, sentenciando: “El INE está obligado a escuchar la crítica, sí. Pero demandar la destitución del consejo general y acompañar esa consigna de calumnias envilece el debate público y, sobre todo, evita analizar de modo objetivo los procesos electorales del país”. Nos presentan a los consejeros como víctimas de los partidos políticos y damnificados de una engorrosa legislación. Salieron al paso de los fuertes cuestionamientos que han realizado también Cuauhtémoc Cárdenas, Alfredo Figueroa y Emilio Álvarez Icaza sobre una notoria regresión del órgano electoral.




      Frente a la atmósfera de encono, ha sido torpe la autodefensa que ha realizado el propio Lorenzo Córdova. En efecto, al inaugurar el foro Integridad Electoral en América Latina, organizado por la Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE), el presidente del INE reprochó que “golpear al árbitro electoral como estrategia política debilita la democracia y abona el terreno para que regrese el autoritarismo”. Esta declaración pretendió responder los señalamientos de varios partidos, académicos, activistas y políticos que han acusado al INE de estar subordinado al PRI y de responder a intereses fácticos. Advertir que cuestionar al INE es dañar la democracia y, con ello, abrir el paso al autoritarismo, parece una postura desmedida. Entonces, ¿debemos abstenernos de criticar al INE porque seremos responsable del advenimiento de una dictadura? ¿Los partidos deberán apoyar incondicionalmente al árbitro, de lo contrario la democracia se desmoronará? ¿Por qué sólo desde afuera se quiere socavar la institución electoral? ¿Ha sido impecable la conducta del consejo general en los procesos electorales de 2017? La postura de Lorenzo Córdova se antoja desmedida y anticlimática. Se percibe desasosiego y, sobre todo, nula autocrítica.




      Lorenzo Córdova reconoció en entrevista a Proceso que el INE debía “recuperar la credibilidad ciudadana y ganar la confianza de los votantes”.22 Hoy día, la crisis de confianza viene de una esperanza decepcionada. Ha tocado fondo la aceptación de instituciones del Estado, como la presidencial. Es grave el descrédito y la erosión de actores e instituciones de la clase política que acentúan el futuro incierto de un país lastimado, con las expectativas desencantadas en la vida cotidiana de los mexicanos.




      Francis Fukuyama —en su libro Trust— la define así:




      Confianza es la expectativa que surge en una comunidad de un comportamiento ordenado, honrado y de cooperación. Dicho comportamiento se basa en normas compartidas por todos los miembros que integran la comunidad. Estas normas pueden referirse a cuestiones de valor profundo, como la naturaleza de Dios o la justicia, pero engloban también las normas deontológicas, como las profesionales y los códigos de comportamiento.23




      El autor reconoce que la confianza se basa en una presunción sobre la conducta futura del otro bajo la responsabilidad y la acción del gobierno. El capital social —que es el tejido del sentido común de una sociedad, nos señala Fukuyama— nace a partir del predominio de la confianza. Esta confianza como lazo tácito facilita una economía fluida, fomenta la creatividad individual y justifica la acción colectiva. La confianza es la base sobre la que se construyen las relaciones entre el gobierno y la ciudadanía, pero cuando impera la desconfianza social se produce una ruptura entre el poder y los ciudadanos, e inexorablemente la gobernabilidad se atrofia.




      Debemos distinguir los niveles cualitativos de las críticas. El segmento más cuestionado ha sido el consejo general. La estructura del INE, con todos sus vicios, ha recibido menos señalamientos. Los consejeros electorales, en cambio, han sido objeto de reproches severos. Mientras en los OPLE la mayor demanda es la despartidización, la exigencia al INE es la reciudadanización. Corre un grave riesgo de caer en la temida autorreferencialidad, la cual es palpable en el perfil de los consejeros ciudadanos en los órganos locales de toda la República. Exámenes muy especializados en la técnica electoral, ensayos y entrevistas sesgadas impiden el acceso a ciudadanos comunes. Se violan sus derechos. En cambio, el perfil que predomina son abogados que pertenecen a las diversas estructuras electorales, incluidos los tribunales. La experiencia tanto en la Iglesia católica como en las fuerzas armadas nos muestra que la autorrefencialidad las aleja del pulso, las necesidades y las expectativas de la sociedad real. Éste es el principal reclamo que hace el Papa Francisco a la propia Iglesia católica. El INE es presidido por Lorenzo Córdova, pero el poder lo detenta Marco Antonio Baños, quien es el principal operador del PRI en el instituto. Lorenzo reina, pero quien gobierna es Baños.




      ELECCIONES 2018 Y LAS REFORMAS ELECTORALES QUE VIENEN




      Pese al cúmulo de irregularidades electorales y los grandes recursos invertidos en la elección mexiquense, la alternancia estuvo a un paso. Los resultados mostraron las vulnerabilidades de un régimen que recurrió a todo para conservar el poder. La votación porcentual para Alfredo del Mazo retrocedió cerca de 50% respecto de la registrada en 2012 por Eruviel Ávila. Morena fue el partido que mayor votación tuvo. Alfredo del Mazo ganó con los pequeños remanentes que le aportan los partidos aliados de la coalición y el voto campesino, especialmente en las zonas más pobres y deprimidas del Estado de México. Delfina atrajo el voto urbano de las clases medias con mayor nivel de escolaridad. Mientras Del Mazo recibió el voto de personas mayores con baja escolaridad, de mujeres y votantes mayoritariamente campesinos. Con todo, el PRI recibió un tanque de oxígeno de cara al 2018.




      La cuantiosa inversión política y económica para obtener un resultado favorable tuvo una costosa relación costo/beneficio sobre todo ante una candidata prácticamente desconocida en la entidad. Pese a sus limitaciones, fue creciendo al enfrentar a una maquinaria electoral robusta. La elección del 4 de junio en el Estado de México mostró la erosión del gobierno y del PRI.




      El sistema electoral mexicano ha quedado severamente lesionado, otra gran lección de los comicios del Estado de México para 2018. Las autoridades electorales desdeñaron las señales del conflicto. Resulta exagerado afirmar que la tensión se deba a la alta competitividad y lo apretado de los resultados, los consejeros del INE fueron indolentes al no advertir ni sancionar los excesos, la inequidad, los desacatos, los abusos, las arbitrariedades, los desvíos de recursos y los chantajes de los actores políticos, en especial del gobierno. El sistema electoral se queda corto ante la calificación de la elección. ¿Los ciudadanos debemos pedir cuentas a las autoridades electorales por los gastos cuantiosos e indebidos de los gobiernos? O ¿debemos exigir transparencia a los propios gobiernos? Las fiscalías, auditorías y mediciones no han logrado transparentar el dinero público y de los fondos subterráneos que ingresa en las contiendas. En los últimos procesos electorales, las fiscalizaciones han sido insuficientes.




      La primera gran amenaza para los comicios de 2018 es la utilización de los programas sociales. A nadie conviene que el gobierno controle las votaciones por encima de las leyes electorales. Es un maltrato a la democracia. Es reprobable que la maquinaria gubernamental se comprometa con un partido y su candidato; es inaceptable que utilicen recursos públicos y privados para prevalecer en el poder. El gobierno que desacata las reglas electorales cimienta el encono y la antesala del autoritarismo. Es deplorable que las autoridades lleguen a utilizar la coerción de la fuerza policial y la manipulación presupuestal propia de gobiernos tiranos. La sociedad pierde, la libertad se debilita y el sistema social sufre insólitos casos de desviación.




      A nivel electoral, más que pensar en nuevas funciones para los órganos responsables, hay que redimensionarlos. Despartidizar y reciudadanizar. Para el ciudadano común es difícil hacer una distinción entre las instituciones electorales: el desprestigio de una afecta a la otra. Por ello, Lorenzo Córdova —en entrevista con Ezra Shabot en Canal Once— decía que “si le va bien a los OPLE, le va mejor al INE”. No es el caso en el Estado de México, porque abundan las sospechas, los reproches y la desconfianza. Si bien para muchos la elección del Estado de México fue el inicio del fin de un largo monopolio político de casi 90 años, para otros —como Mauricio Merino, exconsejero electoral del IFE— el actual modelo electoral se ha agotado, aquel que testificó la alternancia de 2000.




      En ese sentido, el politólogo José Merino se pregunta:




      La gran lección para 2018 desde la elección del Estado de México es el quiebre del sistema electoral mexicano, incapaz de prevenir, documentar y castigar excesos, irregularidades, desvíos, coerciones, y manipulaciones… antes de llegar a la urna. Y se queda uno con la pregunta atorada en la garganta: ¿habrá un sistema electoral que lo logre? Creo sin duda que hay mejoras urgentes en términos de financiamiento, fiscalización y el proceso de calificación de las elecciones, pero creo también que hemos terminado por pedir a la regulación electoral cosas que corresponden a la regulación del ejercicio de gobierno. No hay sistema electoral que supla las necesidades básicas de transparencia y rendición de cuentas en el dinero público en manos de gobiernos municipales, estatales y federales. No hay sistema electoral que sustituya el mecanismo esencial de rendición de cuentas horizontal (i. e. medios, fiscalías, auditorías, órganos de control, oposición política), que implican saber, sí; pero también castigar. Si la elección del Estado de México se nos presenta como el proceso más burdamente sucio de los últimos años, es porque esos mecanismos simple y llanamente no existen efectivamente. Llevémonos esa lección para 2018.24




      ¿Hasta dónde conviene que dos instancias —INE/OPLE— organicen y tutelen las elecciones? ¿El entorpecimiento INE/OPLE ha sido el mayor fracaso de la reforma de 2014? En los hechos, no ha habido una correcta coordinación entre el IEEM y el INE. No se trata de tareas, sino de responsabilidades. Por momentos, los consejeros generales del INE se lavan las manos; en otros, se sienten los dueños del balón. La reforma de 2014 ha construido un galimatías que no ha dejado claras las fronteras institucionales de rango, responsabilidad y hasta autoridad. En principio, el INE lleva mano, pero en otras ocasiones y cuando las circunstancias políticas lo ameritan, se reconoce la “autonomía” del OPLE. Por ello, se debe pensar de una vez por todas en una disyuntiva clave, no en un modelo electoral híbrido. O bien desaparecen los OPLE y el INE asume la totalidad de las elecciones, o bien desaparece el INE y se crea una federación de los OPLE autónomos que se coordinen cuando haya elecciones federales.




      ¿Cabría preguntarse si en términos operativos, políticos y económicos vale la pena tener dos institutos para operar una misma elección? Sobre todo, irritan los altos costos que ambas conllevan. Joaquín Rubio —vocal ejecutivo de la junta local del INE en Toluca—, en pleno desgaste poselectoral declaró: “Quién sabe quién compuso con el INE y el IEEM un Frankenstein electoral. Le dieron vida y lo mandaron a operar la elección de 2017… Hay mucho cuestionamiento sobre este modelo híbrido INE/IEEM. Que para muchos analistas y […] algunos consejeros locales no ha funcionado. Y sirvió para que algunas autoridades se echen la bolita sobre ciertas responsabilidades […] Yo creo que deben tomar una determinación. Dos institutos electorales son muchos para una misma elección”.25




      Cada vez las elecciones son más cerradas, por lo que conviene abrirse a una segunda vuelta. Otro reto es el financiamiento, hay que bajar el dinero público y canalizarlo a combatir urgencias como la pobreza. Hay que aligerar la normatividad que se ha convertido en un galimatías, es decir, desregularizar y simplificar las leyes y estructuras electorales. ¿Por qué no considerar el voto obligatorio como medida que contrarreste la compra y coacción del sufragio? Resulta ineludible reciudadanizar los órganos electorales para descolonizar la perversión de cuotas partidarias en cada uno de los consejeros. La llamada “profesionalización” electoral de los consejeros es una apuesta autorreferencial que ha impulsado el consejero presidente Córdova y que está condenada al fracaso. Es necesario repensar lo electoral y evitar la caída drástica, que ahora parece un tobogán, de credibilidad y confianza en la democracia.




      Notas




      1 Francisco Cruz es autor, entre otros, de Negocios de familia. Biografía no autorizada de Enrique Peña Nieto y el Grupo Atlacomulco, (Planeta, 2009), así como de Tierra narca (Planeta, 2010) y Los golden boys (Planeta, 2012). Por su parte, Jorge Toribio Cruz Montiel es autor de los libros El grupo Atlacomulco, secretos (Ágora, 2000) y El grupo Atlacomulco: Revelaciones 1915-2006 (Ágora, 2006).




      2 El video puede ser visto en <https://www.youtube.com/watch?v=R3sfM_QF7Sw>.




      3 “Perdona Tribunal Electoral federal a Bernardo García Cisneros”, MTV Agencias de Noticias, 14 de septiembre de 2011, disponible en <http://mvt.com.mx/perdona-tribunal-electoral-federal-a-bernardo-garcia-cisneros/>.




      4 La democracia en México, Era, México, 1965.




      5 De manera contundente, el académico Rubén Islas, quien fue representante del PRD en el IEEM en varios procesos, expresa: “Dividen al Estado de México en cuarteles o zonas electorales. Esto lo inventaron desde que fue gobernador Ignacio Pichardo. Cada integrante del gabinete del gobierno estatal se vuelve un activista de la campaña del PRI, le encargan una zona que debe ganar. El secretario o titular del gabinete no va solo, sino que lleva consigo toda la estructura de la secretaría a hacer trabajo político. La farsa está en que el secretario de Estado dice que está realizando una gira de trabajo, pero en realidad está viendo cómo está la estructura priista calibrada: la representación en casillas, los activistas del voto, el reparto de despensas, los padrones de programas sociales, y esto les permite saber cuántos votos van a tener”. Jenaro Villamil, “Con tal de ganar, el despilfarro priista”, Proceso, núm. 2106, 11 de marzo de 2017, disponible en <http://www.proceso.com.mx/477723/tal-ganar-despilfarro-priista-en-edomex>.




      6 Raymundo Riva Palacio, “Elección de Estado”, El Financiero, 5 de junio de 2017, disponible en <http://www.elfinanciero.com.mx/opinion/eleccion-de-estado-1.html>.




      7 El INE desechó la denuncia, así como el TEPJF. Sin embargo, varias organizaciones de la sociedad civil siguen investigando esta pista denunciada por el movimiento Ahora. Cf. “‘Ahora’ presenta denuncia formal contra Del Mazo y EPN por desvío de recursos”, Aristegui Noticias, 15 de mayo de 2017, disponible en <https://aristeguinoticias.com/1505/mexico/ahora-presenta-denuncia-formal-contra-del-mazo-y-epn-por-desvio-de-recursos/>, y “Denuncian red de corrupción del PRI y OHL para financiar campañas, ahora la de Del Mazo”, Animal Político, 9 de mayo de 2017, disponible en <http://www.animalpolitico.com/2017/05/pri-ohl-corrupcion-del-mazo/>.




      8 Francisco Hernández, “OHL gana en Bolsa tras victoria del PRI en Edomex”, El Financiero, 6 de junio de 2017, disponible en <http://www.elfinanciero.com.mx/empresas/ohl-gana-en-bolsa-por-victoria-del-pri-en-edomex.html>.




      9 Paulina Chávez y Nacho Lozano, “La profecía de Atlacomulco”, Quién, 7 de mayo de 2012, disponible en <https://www.quien.com/espectaculos/2012/05/07/la-profecia-de-atlacomulco-enrique-pena-nieto?internal_source=PLAYLIST>.




      10 Cf. Norma Meraz, Arturo Montiel, Desde Atlacomulco: Testimonio del exgobernador del Estado de México, Planeta, México, 2011.




      11 Sanjuana Martínez, “El rancho del hombre fuerte de Eruviel: 136 autos de colección, lago artificial marca Higa, zoo…”, Sinembargo, 6 de marzo de 2017, disponible en <http://www.sinembargo.mx/06-03-2017/3166174>.




      12 Para más información acerca de la investigación realizada por Incide Social, consúltese “Grado de protección de los programas sociales en el proceso electoral 2017 del Estado de México”, disponible en <http://observatoriopoliticasocial.org/grado-de-proteccion-de-los-programas-sociales-en-el-proceso-electoral-2017-del-estado-de-mexico/>.




      13 Ni un Fraude Más, “Informe final sobre las elecciones para gobernador del Estado de México de 2017”, disponible en <http://www.niunfraudemas.org/documentos/informe_final.pdf>.




      14 “Sobre ‘Nueva afrenta a la democracia’”, del consejero Ciro Murayama, Proceso núm. 2120, 17 de junio de 2017, disponible en <http://hemeroteca.proceso.com.mx/?page_id=278958&a51dc26366d99bb5fa29cea4747565fec=416830>.
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      17 “Recuento de votos en 4 mil 19 paquetes en el Estado de México”, El Sol de México, 8 de junio de 2017, disponible en <https://www.elsoldemexico.com.mx/mexico/Recuento-de-votos-en-4019-paquetes-en-el-Estado-de-M%C3%A9xico-226954.html>.




      18 “Vicisitudes y candados en el proceso de selección de consejeros: el caso del Estado de México”.
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